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DERECHOS NACIONALES Y DERECHOS INDÍGENAS EN AMÉRICA 
LATINA: EL CASO DE MÉXICO

El presente número de AIBR abre con un artículo de gran interés, firmado 
por María Teresa Sierra Camacho, acerca de un tema de antropología 
jurídica de plena actualidad, como es el del reconocimiento de los dere-
chos de los pueblos indígenas al socaire del pluralismo jurídico que se 
proclama y de la reconfiguración del Estado de México, si bien la autora 
sitúa el asunto en un contexto de mayor escala, como es el de América 
Latina. El pluralismo jurídico, la coexistencia en un mismo espacio nacio-
nal de dos o varios sistemas normativos, es una característica definitoria 
de las sociedades latinoamericanas poscoloniales. Este pluralismo jurídi-
co, institucionalmente negado, invisibilizado y excluido de las constitu-
ciones fundacionales de los estados-naciones surgidos en la primera mi-
tad del siglo XIX se ha ido constituyendo en las últimas décadas en uno 
de los ámbitos de mayor implicación investigativa de tipo antropológico 
y etnográfico. Desde los procesos de reivindicación y reconocimiento de 
los sistemas normativos comunitarios de comunidades indígenas y/o afro-
descendientes, hasta las grandes reformas constitucionales que han modi-
ficado las autodefiniciones y las autoimágenes de varios estados-naciones, 
las antropologías jurídicas, legales y políticas latinoamericanas han apor-
tado conocimientos especializados, acompañamientos jurídicos y aseso-
rías técnicas en los diferentes niveles de aplicación del pluralismo jurídico.

Aunque no es la primera vez que la revista recoge un trabajo de an-
tropología jurídica, no es menos cierto que no es el ámbito temático más 
tratado, a pesar de su relevancia (Dietz y Gómez-Pellón, 2023). La antro-
pología jurídica contempla el derecho como una emanación de la cultura, 
de manera que está particularmente interesada en conocer cómo constru-
yen sus sistemas normativos, tanto formales como informales, los grupos 
humanos, y en los muchos aspectos relacionados con su aplicación, entre 
los cuales ocupa un lugar destacado el de la resolución de conflictos en las 
distintas sociedades (Gómez-Pellón, 1999). Uno de sus temas más recu-
rrentes es el de la universalidad del derecho, prestando especial atención 
al hecho de que determinados elementos normativos son comunes al con-
junto de la humanidad, mientras que otros son particulares de cada cul-
tura, fruto de la existencia de valores específicos.

El punto de partida de la antropología jurídica se halla en las re-
flexiones que llevaron a cabo los juristas en contextos evolucionistas, 
como H. Summer Maine, J.F McLennan, J.J. Bachofen, pero también en 
contextos antiformalistas, como es el caso de E. Ehrlich, las cuales termi-
narían por prender en la teoría antropológica. El común denominador de 
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todos ellos fue su sólido conocimiento de las bases jurídicas, aunque poco 
a poco fue emergiendo una antropología jurídica que anidó en el seno 
mismo de la antropología, consecuentemente con el progreso teórico de 
esta última, especialmente gracias a las aportaciones de B. Malinowski y 
A.R. Radcliffe-Brown, y algo más tarde de algunos conocidos antropólo-
gos de sólida formación jurídica, como E.A. Hoebel, M. Herskowits, 
P. Bohannan, M. Gluckman y otros, a medida que se intensificaba el con-
tacto con sociedades tradicionales de todo el mundo.

En la segunda mitad del siglo XX se puso de manifiesto, cada vez con 
mayor intensidad, un tema que, insinuado con anterioridad, terminó por 
ser nuclear para la antropología jurídica. Fue el de la reivindicación del 
derecho consuetudinario por parte de los pueblos originarios, si bien ha 
sido en América Latina donde se ha convertido en un objeto de estudio 
muy notable. Este campo de la antropología jurídica se ha desarrollado 
al tiempo que se producía un progresivo reconocimiento de los particula-
rismos de los pueblos indígenas, primero por parte de las organizaciones 
internacionales, tales como OIT y ONU, que inmediatamente después 
han ejercido una acción transformadora del constitucionalismo america-
no, con especial intensidad en el último cuarto del siglo XX y en el tiem-
po transcurrido del siglo XXI. Curiosamente, el hito más sobresaliente 
del constitucionalismo americano con profundo impacto en toda la re-
gión latinoamericana se produce fuera de esta última, cuando se promul-
gue la Constitución de Canadá de 1982 y se abogue por una concepción 
multiculturalista, difícil de imaginar tan solo unos pocos años atrás. El 
otro foco de influencia se situaría en el Convenio 169 de la OIT, auténti-
ca caja de resonancia de un multiculturalismo y de un pluralismo jurídico 
que venía siendo bandera de los pueblos originarios del continente ame-
ricano (Hoekema, 1998). En este clima, favorable para el nacimiento de 
un nuevo constitucionalismo, emergerán las constituciones de varios 
Estados americanos, introduciendo importantes novedades en la acepta-
ción del derecho consuetudinario indígena, en la plasmación de la juris-
dicción indígena, en el reconocimiento del papel de las justicias indígenas 
y en los procedimientos de resolución de conflictos.

Reflejando esta importancia y relevancia de la antropología jurídica, 
abrimos el presente número de AIBR, Revista de Antropología Ibero­
americana con una contribución original que nos aporta una de las prin-
cipales protagonistas de esta rama antropológica, María Teresa Sierra, 
nuestra «pluma invitada», Profesora Investigadora Titular del Centro de 
Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social (CIESAS). 
Doctorada en Sociología, su especialización ha sido, a lo largo de su ca-
rrera, la de la antropología jurídica (Sierra y Chenaut, 2002). Además de 
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su personalidad como investigadora de temas referentes al multicultura-
lismo de los Estados latinoamericanos, a los derechos indígenas, el plura-
lismo jurídico y otros (Sierra, 2011), es un referente en el ámbito de la 
defensa de los derechos humanos. Su investigación ha recaído, por razo-
nes fácilmente comprensibles, sobre el Estado mexicano y el multicultu-
ralismo que lo caracteriza, con evidente atención a todo lo relativo a la 
convivencia de los derechos indígenas y los derechos humanos (2004).

Sus estudios han recalado insistentemente en el conocimiento de los 
sistemas de justicia y seguridad comunitaria del estado de Guerrero y, 
sobre todo, en los aspectos de género que laten en la configuración del 
derecho indígena (Figueroa y Sierra, 2020), lo cual, a su vez, la ha llevado 
a analizar la convivencia de esta tradición consuetudinaria con el derecho 
nacional (Sierra, 2019). Asimismo, se ha interesado por el derecho indíge-
na de los nahuas del Estado de Puebla y de otros pueblos originarios. 
Ahora bien, sus trabajos trascienden con frecuencia los análisis realizados 
en Estados concretos de los Estados Unidos Mexicanos para realizar im-
portantes apreciaciones acerca de los derechos indígenas de Latinoamérica, 
en colaboración con Victoria Chenaut, Milka Castro, Héctor Manuel 
Guzmán, Jeannette Velázquez, Santiago Bastos y otros investigadores 
mexicanos. En este campo, el texto editado por Krotz hace un cuarto de 
siglo constituye una referencia ineludible (Krotz, 2002). Uno de los traba-
jos más interesantes sobre la antropología jurídica mexicana es el de 
Laura Nader (1990) sobre los zapotecas en Sierra Juárez, en el que anali-
zó la resolución de conflictos por parte de los tribunales locales, sirvién-
dose del concepto de ideología armónica.

Nuestra autora inició su trayectoria investigativa en los años ochen-
ta del siglo pasado, con un hoy ya clásico estudio monográfico sobre El 
ejercicio discursivo de la autoridad en asambleas comunales: metodolo­
gía y análisis del discurso oral (Sierra, 1987). En esta investigación empí-
rica, llevada a cabo en comunidades otomí / hñähñú del Valle del 
Mezquital, en el Estado mexicano de Hidalgo, Sierra conjuga de forma 
pionera la etnografía de los procesos políticos locales con el análisis del 
discurso. Retomando y ampliando esta etnografía, en su libro Discurso, 
cultura y poder: el ejercicio de la autoridad en los pueblos hñähñús del 
Valle del Mezquital (Sierra, 1992) ilustra –—nuevamente mediante el 
análisis del discurso—– cómo se ejerce la autoridad comunal, cómo se 
toman decisiones a nivel intralocal y qué impacto tienen las desigualda-
des extralocales y las estructuras de dominación tanto cultural como lin-
güística en la configuración del poder local.

Cambiando de geografía y de contexto, en su monografía La lucha 
por los derechos indígenas en el Brasil actual (Sierra, 1993) la autora re-



360 PRESENTACIÓN

construye la historia del origen y de la consolidación del movimiento in-
dígena brasileño de la segunda mitad del siglo XX. Nuevamente recu-
rriendo a entrevistas etnográficas y al análisis del discurso, Teresa Sierra 
documenta el proceso de reconocimiento —paulatino y parcial— de los 
derechos indígenas por parte del Estado-nación brasileño.

Regresando al contexto mexicano, durante los próximos años nues-
tra autora sistematiza, institucionaliza y consolida la antropología jurídi-
ca a partir de dos trabajos colectivos que ya son obra de referencia obli-
gada para el estudio del pluralismo jurídico mexicano. En 1995 publica 
junto con Victoria Chenaut un primer volumen pionero que compila es-
tudios antropológicos y etnográficos emergentes sobre Pueblos indígenas 
ante el derecho (Chenaut y Sierra, 1995). A este trabajo le sigue un poco 
después el volumen que consagra definitivamente la antropología jurídica 
en México y Latinoamérica: Haciendo Justicia: interlegalidad, derecho y 
género en regiones indígenas (Sierra, 2004) ofrece no solamente un con-
junto cada vez más amplio y diverso de estudios de caso etnográficos, 
sino que simultáneamente avanza en la formulación de un marco concep-
tual propio de la antropología jurídica, el de la interlegalidad.

Esta noción clave, que Sierra retoma de Boaventura de Sousa Santos 
(1987), le permite a nuestra autora distanciarse de aproximaciones esen-
cializadoras y dualistas del pluralismo jurídico, para insistir en que en 
contextos de diversidad y coexistencia de sistemas jurídicos los propios 
sujetos indígenas de derecho se insertan consciente y activamente entre 
ambos sistemas jurídicos, el sistema normativo comunitario propio y el 
sistema positivista dominante. En palabras de Teresa Sierra, la interlegali-
dad se refiere a «la apropiación y puesta en juego de diferentes referentes 
normativos que son actualizados y combinados por los actores indígenas, 
individual y colectivamente, desde sus propias matrices culturales, para 
dar salida a sus problemáticas y exigir sus derechos» (Sierra, 2011, p.391).

Estas prácticas interlegales e híbridas repercuten, a la vez, en la cons-
titución mima del pluralismo jurídico. Los sistemas jurídicos no coexis-
ten aislados uno del otro, sino que se compenetran mutuamente: «Desde 
la perspectiva de la interlegalidad se observa cómo los órdenes jurídicos, 
el estatal y el indígena, se encuentran compenetrados, traslapados con 
mayor o menor fuerza y sujetos a relaciones de poder sin por ello perder 
sus propias racionalidades que los hacen diferentes» (Sierra, 2011, p.391). 
El enfoque procesual y constructivista que la autora defiende se acerca 
—sobre todo en los debates contemporáneos sobre la intersección entre 
raza, clase y género (Viveros Vigoya, 2016)— a los enfoques críticos de 
interculturalidad que abarcan no solamente las dimensiones culturales, 
étnicas y/o lingüísticas de la diversidad, sino que incluyen simultánea y 
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necesariamente las dimensiones de género e identidad sexual, así como de 
clase social y de desigualdad socioeconómica (Dietz, 2017). Interlegalidad, 
interculturalidad e interseccionalidad conforman en este sentido una con-
fluencia necesaria para poder estudiar y acompañar procesos contempo-
ráneos dinámicos y cambiantes de reivindicación y reconocimiento de 
derechos más allá de esencializaciones etnonacionales y de pluralismos 
dicotómicos.

Durante la próxima década, Teresa Sierra se enfoca en la consolida-
ción de este aún joven campo de la antropología jurídica mediante el te-
jido de redes, el intercambio de experiencias, la organización de encuen-
tros y la publicación de resultados académicos. Surgen así los tres libros 
colectivos Justicia y diversidad en América Latina: pueblos indígenas ante 
la globalización (Chenaut, Gómez, Ortiz y Sierra, 2011), Justicias indíge­
nas y Estado: violencias contemporáneas (Sierra, Hernández y Sieder, 
2013) y Pueblos indígenas y Estado en México: la disputa por la justicia 
y los derechos (Bastos y Sierra, 2017), que reflejan un diversificado estado 
del conocimiento tanto a nivel mexicano como latinoamericano.

Iniciando en dicha década, pero con continuidad hasta el presente, 
nuestra autora despliega aún más su capacidad de «tejer redes», incorpo-
rando en sus investigaciones una explícita dimensión colaborativa y acti-
vista, acompañando procesos organizativos y reivindicativos como el sis-
tema de justicia y seguridad de la Coordinadora Regional de Autoridades 
Comunitarias-Policía Comunitaria de Guerrero y las luchas que desplie-
gan mujeres indígenas en diferentes regiones mexicanas contra violencias 
racistas tanto como sexistas. Estas colaboraciones no solamente se refle-
jan en sus publicaciones académicas, sino que implican una apertura ha-
cia otros formatos de producción y hacia otros géneros de escritura.

Así, en 2021 publica como libro monográfico un estudio exhaustivo 
de un peritaje antropológico realizado a instancias del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación por un litigio electoral entre una co-
munidad na’savi (mixteca) y me’phaa (tlapaneca), por un lado, y la auto-
ridad electoral del Estado mexicano de Guerrero, por otro lado. El libro, 
titulado Los sistemas normativos indígenas en el municipio de San Luis 
Acatlán, Guerrero: dictamen antropológico (Sierra y López López, 2021), 
constituye un inédito y muy detallado ejemplo de cómo la antropología 
jurídica contribuye a interpretar, contrastar y contribuir a resolver un 
conflicto jurídico-formal entre el derecho electoral, que privilegia los par-
tidos políticos, y los sistemas normativos locales, que reivindican la libre 
determinación de sus procesos de elección de autoridades.

La línea de investigación colaborativa y comprometida que persigue 
Teresa Sierra hasta la fecha ha ido generando otros estudios académicos, 
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complementados en cada caso con peritajes, diagnósticos y dictámenes 
antropológicos, así como con materiales audiovisuales como videos y po-
dcasts1. Las violencias múltiples que sufren mujeres indígenas emergen 
como un nuevo énfasis en el trabajo académico tanto como activista de 
nuestra autora. Dos publicaciones recientes sistematizan estas experien-
cias de co-labor etnográfica y participativa, nuevamente en formatos no-
vedosos y sumamente dialógicos. En el dossier Las Tres Casas de Ayutla 
contra las violencias y por las justicias, R. Aída Hernández y María Teresa 
Sierra (2024a) presentan los resultados de una colaboración con centros 
comunitarios de mujeres indígenas de Ayutla de los Libres, en el Estado 
mexicano de Guerrero, acerca de las violencias y los racismos que expe-
rimentan en las instituciones de salud y de justicia, así como en el merca-
do laboral, para luego profundizar en sus estrategias de resistencia y re-
flexión ante este tipo de violencias.

Como fruto de la colaboración con uno de los centros comunitarios 
guerrerenses, la «Casa de la Mujer Indígena y Afromexicana Nellys Palomo 
Sánchez», surge la publicación de un diagnóstico participativo titulado 
Mujeres comunitarias defendiendo sus derechos frente a las violencias y 
los racismos (Sierra, Martínez Castillo, Plácido Valerio, Porfirio Montalvo 
y Deaquino Plácido, 2024). El estudio combina métodos cuantitativos, 
cualitativos y participativos para visibilizar y sistematizar el trabajo que 
realizan las promotoras de salud, las parteras tradicionales y otras actoras 
frecuentemente expuestas a violencias y racismos institucionales. La de-
nuncia de este tipo de violencias desemboca en una serie de reivindicacio-
nes muy concretas exigibles a diferentes actores y niveles gubernamentales, 
partiendo desde una justicia comunitaria con equidad de género y perti-
nencia cultural.

Finalizamos este brevísimo recorrido por la obra de Teresa Sierra 
resaltando su libro más reciente, titulado Género y acceso a la justicia: la 
investigación colaborativa con las mujeres indígenas. En este ensayo de 
divulgación científica, R. Aída Hernández y María Teresa Sierra (2024b) 
ofrecen en un lenguaje claro y accesible un balance teórico, metodológico 
y empírico de los trabajos etnográfico-colaborativos que han realizado y 
que vienen realizando con colectivos de mujeres indígenas desde la antro-
pología jurídica contemporánea.

El artículo que Teresa Sierra aporta a este número de AIBR lleva por 
título, en sintonía con la trayectoria resumida hasta aquí, «La reconfigu-
ración de las justicias indígenas en el marco de Estados plurales». En lo 
fundamental, la autora nos muestra cómo las justicias indígenas albergan 

1.  Cfr. https://mariateresasierra.wordpress.com.

https://mariateresasierra.wordpress.com
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en sí mismas un rol trasformador de las sociedades indígenas, que no solo 
ofrecen alternativas a lo que María Teresa Sierra llama el derecho occi­
dental, sino que lo desafía. Las justicias indígenas representan una vía 
para el ejercicio del derecho intercultural, cuyo marco es, precisamente, el 
pluralismo que está presente en la cotidianidad de México y de América 
Latina entera, como proclamaba hace más de sesenta años Pablo González 
Casanova (1963). Esta justicia indígena ofrece formas de resolución de 
los conflictos que pueden garantizar la justicia social. De hecho, la Carta 
Magna mexicana ha debido ser reformada recientemente para otorgar 
una personalidad institucional, que en el pasado era inexistente, a las ju-
risdicciones indígenas. El artículo de la doctora Sierra no desperdicia la 
oportunidad de enmarcar el ejercicio de la justicia indígena en el ámbito 
de los derechos humanos, reflexionando acerca de los problemas que, a 
menudo, se han suscitado. Según la autora, la convivencia es posible 
como consecuencia de la capacidad de renovación que está presente en 
los derechos indígenas. Estamos ante derechos tradicionales que están 
incrustados en culturas igualmente tradicionales y que, aun siendo ajenos 
a la compleja técnica jurídica que acompaña a los derechos de los países 
occidentales, atienden aspectos, como son los propios de la justicia res-
taurativa, que en el pasado tuvo escasa importancia para los sistemas 
jurídicos existentes en Europa.

El artículo de la Dra. Sierra sintoniza plenamente, en lo socio-jurídi-
co, con las ideas de Boaventura de Sousa Santos y su teoría de la descolo-
nización del saber y el ascenso de las epistemologías del Sur. También, 
aunque no lo manifieste explícitamente, con la idea de la colonialidad del 
poder de Aníbal Quijano (1992 y 2000). La etapa colonizadora habría 
subvertido las culturas implantadas en América Latina, las cuales habrían 
resultado desplazadas en beneficio de un eurocentrismo dominante, que 
terminó por crear una nueva concepción del mundo ajena a las cosmovi-
siones tradicionales del Continente. Sin embargo, esta nueva concepción, 
un tanto inesperadamente, acabó cargándose de fuerza tras el nacimiento 
de las nuevas Repúblicas. No obstante, aspectos como los relativos a los 
derechos consuetudinarios y las jurisdicciones indígenas no habrían lle-
gado a desaparecer. En primer lugar, la colonización dio pábulo a la su-
pervivencia de estos últimos, gracias a la existencia de las llamadas repú­
blicas de indios y a la vigencia en el seno de las mimas de una aplicación 
indirecta del derecho, que dejó en manos de las justicias indígenas el 
ejercicio de su tradición jurídica, al menos como forma de resolución de 
los conflictos entre los naturales. No en vano, la autora del artículo enfa-
tiza la proclama que realizó Rodolfo Stavenhagen (2007), quien fuera, 
además de destacado docente de la Universidad Nacional Autónoma de 
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México y del Colegio de México, relator especial de la ONU de los 
Derechos de los Pueblos indígenas, en el sentido de situar el estatus del 
derecho indígena en el mismo plano que el del derecho nacional, en el 
marco de la libre determinación de los pueblos indígenas.

Ciertamente, el constitucionalismo del siglo XXI contempla en algu-
nos casos la existencia de Estados plurinacionales, que ya asomaba en los 
últimos lustros del siglo XX, caracterizados por acoger en su seno un evi-
dente pluralismo jurídico, que ha supuesto una ruptura con los moldes del 
pasado, aunque lejos de satisfacer las aspiraciones más extremas de una 
parte de la ciudadanía. Los casos más notorios son los de Ecuador y 
Bolivia, puesto que el de Colombia (1991), aun resultando muy significati-
vo por el hecho de representar un constitucionalismo innovador, se ha ca-
racterizado por unas pretensiones mucho más templadas. Y entre los casos 
más evidentes, que son los de Ecuador (2008) y Bolivia (2009), las diferen-
cias entre ellos son muy notorias, puesto que mientras Ecuador atenúa los 
cambios, Bolivia representa el nivel mayor de novedades jurídicas, en 
cuanto que su Constitución diseña un Estado pluricultural y plurinacional 
regido por un pluralismo jurídico, que pone en pie de igualdad aparente al 
derecho nacional y a los derechos indígenas. Ahora bien, es aparente por-
que el desarrollo de los acontecimientos ha sembrado dudas acerca del 
verdadero alcance de la nueva constitución boliviana. Otros Estados, como 
el de México, de una manera más cautelosa, y por vía de una reforma del 
artículo 2º (2024) de la vigente constitución, han introducido un modera-
do reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas.

A lo largo del texto de María Teresa Sierra se pone de manifiesto la 
existencia de una tensión entre lo que podemos denominar pluralismo 
igualitario, que reconoce en un mismo nivel el derecho nacional y el de 
las comunidades indígenas, frente a un pluralismo jurídico subordinado, 
fruto de la asimetría existente entre el derecho nacional y los derechos 
indígenas, a favor del primero. Mientras que en el pluralismo igualitario 
el nivel de competencias de los dos sistemas sería análogo, en el pluralis­
mo jurídico subordinado los derechos indígenas reducen su competencia 
a los asuntos menores, y en todo caso sometida a la tutela del Estado. 
Más todavía, las diferencias existentes entre los múltiples derechos indí-
genas del Estado mexicano parecen ser notables, por razones de identi-
dad colectiva, de aculturación, de urbanización y de otros factores. No 
obstante, y aun así, la toma en consideración de los derechos indígenas, 
sea de la entidad que fuere, representa una alternativa al derecho nacio-
nal que deviene en un reconocimiento que no solo es jurídico, sino cultu-
ral en general, y ello a pesar de que los estudios realizados descubren que 
en Latinoamérica, incluso siendo grande la vitalidad de los derechos indí-
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genas, la subalternidad del derecho indígena con respecto al nacional 
parece ser la norma.

La rica etnografía que se pone de manifiesto en el artículo de la Dra. 
Sierra revela un quehacer meticuloso a lo largo de varios lustros. Pero en 
el texto no faltan otras experiencias etnográficas, que contrastan en unas 
ocasiones o que complementan en otras ese quehacer infatigable de nues-
tra autora. En la estela del trabajo que J. Collier (1995) llevó a cabo entre 
los zinacantecos de Chiapas, Laura Saavedra (2022) examinó distintos 
casos relativos a conflictos de tierras, a menudo enquistados por el paso 
del tiempo, que habían terminado por ser resueltos satisfactoriamente 
gracias a la aportación representada por una visión de género. Los sabe-
res de las mujeres tseltales de los Altos de Chiapas habían servido para 
alcanzar acuerdos basados en una recomposición de las relaciones huma-
nas, que sitúa la armonía y el perdón en el centro de las interacciones 
humanas, lo cual se define localmente con la expresión de corazonar la 
justicia. Todavía habría que añadir que estas mujeres, sirviéndose de sus 
saberes tradicionales, habían sabido conectar la resolución de los conflic-
tos con el respeto a los derechos humanos. No en vano, la Dra. Sierra 
descubre en este caso la fuerza de una epistemología, que Boaventura de 
Sousa calificaría como descolonizadora y metafóricamente sureña.

El otro ejemplo de la acción de las justicias indígenas que pone de 
manifiesto María Teresa Sierra es el estudiado por ella misma en la comu-
nidad indígena de Guerrero, de suerte que la investigación es calificada 
por su autora como «una de las experiencias más emblemáticas de 
América Latina». Se trata del caso de las denominadas Casas de Justicia 
o instituciones de carácter regional, en las que se producen las decisiones 
colegiadas de las justicias indígenas, y que representan la instancia supe-
rior encargada de resolver los asuntos que no hallaron solución en la 
justicia comunitaria. La Dra. Sierra usa valoraciones muy positivas para 
esta justicia de instancia superior, a la cual califica de accesible, entre 
otras razones porque usa la lengua materna como medio de expresión, 
pero también porque es gratuita, arraigada en la tradición y sustanciada 
en los saberes propios, lo cual explica que en las últimas tres décadas 
haya sabido garantizar la paz social y la seguridad. Al contrario, y si-
guiendo con las apreciaciones personales de la autora, para la justicia 
nacional del Estado utiliza calificaciones muy negativas: racista, distante, 
basada en formalismos que la población no comprende y ajena a la socie-
dad en general e indígena en particular. Respecto a los grandes méritos de 
esta justicia indígena, aparte de los que se desprenden de lo dicho hasta 
aquí, se hallan dos aspectos fundamentales, como son los referentes a la 
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permanente pretensión de alcanzar el acuerdo de los litigantes y la reedu-
cación de los infractores.

El artículo de la Dra. Sierra encierra la esperanza de un mundo mejor 
para las comunidades indígenas de México y de América Latina entera. 
También es cierto que deja incógnitas en el aire que, sin duda, se irán resol-
viendo en el transcurso del tiempo. Pensando en el caso de México, a lo 
largo del siglo XX, desde aquella Constitución de 1917 que iluminó el cons-
titucionalismo latinoamericano, debido al reconocimiento que hacía de los 
colectivos indígenas a título de minorías, se ha pasado por muchas fases en 
la contemplación de la situación de los grupos indígenas y sus derechos. En 
el presente, lejos de aquel integracionismo, que también despertó océanos 
de ilusiones, se aboga por un multiculturalismo que, desde la proclamación 
del texto constitucional de Canadá en 1982, viene recorriendo el Continente, 
aunque no con la misma intensidad. Ciertamente, ha pasado mucho tiempo 
desde que se promulgara el texto constitucional de Canadá, pero también 
han transcurrido décadas desde la aprobación del Convenio 169 de la OIT 
en 1989, e incluso desde que en 2007 viera la luz la Declaración de la ONU 
sobre los pueblos indígenas. Cabría preguntarse por qué se ha esperado 
tanto tiempo para dar pasos que, en ocasiones, han sido vacilantes. Merece 
la pena traer a colación las muchas sombras que deja tras de sí la vanguar-
dista Constitución de Canadá, con la que este Estado creó una apariencia 
que escondía el maltrato continuado a las minorías aborígenes, sembrado 
de muerte y desolación (Gómez-Pellón y Romano-Galdó, 2026).

Por otro lado, el derecho del Estado sigue siendo hegemónico en la 
totalidad de los países, y hasta se puede añadir que sin albergar la renun-
cia al característico monismo jurídico. Significa esto que los derechos de 
los pueblos indígenas no pueden transgredir los límites marcados por el 
Estado, que a través de las Cortes Constitucionales realiza la tarea de 
orientar el derecho, mediante la interpretación de las normas, cercenando, 
por ejemplo, la posibilidad de contradecir cualquier principio explícito o 
sugerido por la Carta Magna. Incluso, más allá del contenido de los textos 
constitucionales, las Cortes Constitucionales poseen un poder moderador 
con sus sentencias, que en ocasiones cubren vacíos, y en otras establecen 
límites que quedaron pendientes en los trabajos de los constituyentes. 
Tampoco podrían existir normas en el derecho indígena que pongan en 
duda los derechos inalienables que poseen los seres humanos, sea cual 
fuere su condición, por el hecho de serlo. Por supuesto, toda acción del 
poder público debe estar normativamente regulada, de lo que se sigue que 
el derecho indígena no puede proceder arbitrariamente, ni en la produc-
ción del derecho ni en su aplicación. Asimismo, los derechos indígenas 
deben garantizar la igualdad de derechos de los hombres y las mujeres.
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Sabemos también que los Estados de derecho proclaman tanto el 
principio de seguridad jurídica como el de la irretroactividad de las nor-
mas, de modo que las normas solo se aplican a los hechos posteriores a 
su entrada en vigor, aunque pudieran tener aplicación a los hechos pasa-
dos si fueran favorables al infractor. De hecho, los principios de irretroac-
tividad y seguridad jurídica junto con el de la separación de poderes se 
alzan como pilares del Estado de derecho moderno. Más aún, el Estado 
de derecho somete la producción del derecho al control de legalidad, 
observa procedimientos minuciosos en la aplicación de las normas, in-
cluida la ineludible presunción de inocencia del acusado y, en fin, garan-
tiza el juicio justo, dotando al acusado de armas para ser usadas en con-
diciones de igualdad frente a las empleadas por los órganos que sustentan 
la acusación. Estas garantías no ocultan la existencia de vicios del dere-
cho que pueden ser puestos de manifiesto y corregidos en las distintas 
instancias judiciales, en las que, por ejemplo, se garantiza el principio de 
jerarquía normativa. Estamos ante el largo camino recorrido por la pro-
ducción normativa del derecho por parte de los órganos especializados 
del Estado moderno, así como por la práctica de su aplicación en los tri-
bunales y por la construcción de la doctrina jurídica, tratando de alcan-
zar el ideal del derecho justo. Es posible que al derecho indígena le reste 
un largo camino por recorrer.

Los comentarios precedentes conducen a pensar en otro problema 
que no es menor. ¿Quiénes son los titulares del derecho indígena? Mientras 
que los titulares del derecho nacional están delimitados a priori, los titula-
res del derecho indígena necesitarán de unos requisitos de difícil verifica-
ción, puesto que estarán sujetos a la intensa movilidad geográfica realiza-
da por los colectivos indígenas, hasta el extremo de que los derechos an-
cestrales podrían ser ajenos al territorio que ocupa un determinado colec-
tivo en el presente, simplemente por efecto de las migraciones históricas 
(Gómez-Pellón, 2024). En el territorio ocupado por un colectivo indígena, 
también por razones históricas, podrían vivir colectivos distintos, que se-
rían también sujetos de derecho diferentes, con tanta mayor razón cuando 
se han producido migraciones al medio urbano, en el cual pueden convivir 
colectivos indígenas muy diferentes. Más aún, el medio rural, lugar de 
habitación de comunidades históricas, está transformando su faz por efec-
to de las llamadas nuevas ruralidades (Gómez-Pellón, 2015). De este 
modo, la problemática de la aplicación del derecho indígena podría ser 
interminable, y más teniendo en cuenta que la condición de indígena pue-
de ser tan cambiante como se establezca en un censo (Gómez-Pellón, 2014 
y 2023), lo cual explica la singular variación del número de indígenas en 
un Estado determinado, unas veces creciente y otras veces menguante.
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El sugerente artículo de la Dra. Sierra advierte cambios en el derecho 
indígena que son producto de la acción transformadora que se produce 
en su seno: algunas comunidades están escribiendo el derecho consuetu-
dinario, y lo hacen tomando en consideración el respeto a los derechos 
humanos y algunas garantías que no estaban presentes en el derecho in-
dígena tradicional, huyendo cuanto pueden del patriarcalismo, de las des-
igualdades de género y de la discriminación, tan presentes en todas las 
culturas humanas. Quizá estemos ante un fenómeno de imitación o de 
aproximación del derecho indígena al producido por los órganos centra-
les del Estado. Es aquí donde surgen nuevas dudas. ¿Podríamos interpre-
tar estos cambios en el derecho indígena como una forma de aculturación 
o estaríamos ante un fenómeno de convergencia cultural? Recomendamos, 
por todo ello, la lectura de este artículo de María Teresa Sierra sobre el 
caso de los derechos indígenas en México y, al mismo tiempo, acerca de 
estos mismos derechos en toda América Latina.

Pasando a los demás artículos que componen el número 3 del volu-
men 21 de AIBR, Revista de Antropología Iberoamericana, Chandra 
Kala Clemente-Martínez estudia en «Extranjeros en casa: racialización 
en personas adoptadas en España» cómo las personas transnacionales y 
transraciales adoptadas en España son racializadas y discriminadas por 
tener un fenotipo «no blanco». Mediante el acompañamiento etnográfico 
de 18 personas adoptadas, jóvenes adultas, la autora analiza cómo el ra-
cismo impacta en sus identidades y sentidos de pertenencia, haciendo 
especial hincapié en las tensiones entre un discurso institucional oficial 
que se presenta como inclusivo, por un lado, y prácticas sociales raciali-
zantes y excluyentes, por otro lado. Estas tensiones son las que impiden 
que las personas transraciales adoptadas no logren generar pertenencia a 
su entorno social.

El tercer artículo lo aportan María Victoria Colmenares Macia y 
Mayarí Castillo, quienes en su texto «Saberes indígenas del pueblo mapu-
che para el manejo y conservación de los bosques en Chile: una aproxima-
ción a las políticas de cambio climático» analizan los saberes mapuche-
pehuenche de la comuna de Lonquimay, región de La Araucanía, Chile, 
acerca de sus bosques, su manejo y conservación. Estos saberes indígenas, 
etnografiados mediante entrevistas y observaciones a nivel local, son pos-
teriormente analizados en cuanto a sus alcances y su inclusión en las polí-
ticas gubernamentales formuladas para enfrentar el cambio climático.

Aportando otro estudio de caso proveniente del contexto chileno, 
pero enfatizando sobre todo aspectos metodológicos, la contribución 
«Tenderse la mano en la investigación: etnografía colaborativa y relacio-
nalidad afectiva ante la violencia epistémica», de Francisca Rodó Donoso 
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y Jocelyn Maldonado Garay, ubica el debate metodológico a partir de la 
violencia epistémica que ejerce a nivel global el sistema moderno-colonial 
de género y su impacto en el desarrollo del conocimiento científico. A 
partir de una experiencia de una etnografía colaborativa de larga data con 
mujeres rurales, campesinas y jornaleras agrícolas migrantes en el Valle 
del Aconcagua, las autoras identifican una serie de dispositivos metodoló-
gicos —«recorridos sensoriales territoriales», «expresiones con semillas y 
plantas», así como «representaciones estéticas del cuerpo y el territo-
rio»— que convierten a sus colaboradoras en sujetas epistémicas. El texto 
concluye planteando una etnografía relacional, afectiva y descolonial.

En el quinto artículo, titulado «Performance social y gobernanza 
cultural: etnografía de la Super Liga China de Fútbol Rural en el Condado 
de Rongjiang, Guizhou», Joaquín Estrader y Yunong Liu aportan un es-
tudio de la performance social y de la espectacularización deportiva en la 
Super Liga China de Fútbol Rural en el condado de Rongjiang, en la pro-
vincia china de Guizhou. Se analiza la ritualización colectiva del evento 
deportivo, que implica una mercantilización de las culturas étnicas bajo 
la dirección simbólica del Estado. Se concluye que el fútbol funge como 
un vehículo de gobernanza cultural que permite insertar la ruralidad y la 
diversidad étnica dentro de un proyecto identitario nacional.

Por último, el texto «Etnoecología, habitus y trayectorias de una 
vida resinera: estudio de caso en la comunidad purépecha de Angahuan 
(Michoacán, México)», que aportan Lennin Andrés Mendieta Cabrera, 
Nelly Mercedes Méndez Carchi, Mariano López Rasch y Carlos Morocho 
Sánchez, ofrece un estudio monográfico de la integración de conocimien-
tos ecológicos tradicionales con prácticas de conservación forestal, to-
mando como ejemplo etnográfico la extracción de resina de pino en la 
comunidad purépecha de Angahuan, del occidente mexicano. Estos cono-
cimientos se analizan como una actividad de raíces precoloniales, pero 
que en el siglo XX logra adaptarse y desarrollarse hoy como una «rela-
ción simbiótica» entre economía y conservación, que forma parte del 
sistema normativo comunitario y que logra un equilibrio ecológico.

Terminamos esta presentación mencionando las tres reseñas de no-
vedades bibliográficas que elegimos para este número. En primer lugar, 
Félix A. López Román reseña el libro de Víctor M. Vázquez Rodríguez: 
Resistiendo la Gentrificación en Puerto Rico: La lucha comunitaria de 
Los Filtros en Guaynabo. Esta monografía, que conjuga una mirada dia-
crónica historiográfica con otra, sincrónica y etnográfica, logra retratar el 
pasado y presente de una comunidad puertorriqueña que se enfrenta a un 
desarrollo suburbial que implica amenazas continuas de expropiación de 
tierras, de desalojos y de «blanqueamiento» de la población local por la 



370 PRESENTACIÓN

construcción de viviendas de lujo. En la reseña se hace énfasis en la com-
binación de intentos formales con otros informales que la comunidad 
organiza para frenar la gentrificación y para luchar por sus tierras.

En segundo lugar, Matilde Domínguez Cornejo nos aporta una rese-
ña del libro de Adèle Blazquez: Amaneció un muerto: Antropología de la 
vida cotidiana en Badiraguato. Se trata de una etnografía de esta comu-
nidad sinaloense, que ya es emblemática en la cartografía mexicana de la 
producción de amapola, y para la cual la autora identifica los vínculos de 
las actividades económicas ilegalizadas con la violencia, con el género y 
con los mercados internacionales del consumo de drogas. Estas caracte-
rísticas generan precariedad e incertidumbre entre la población local de 
Badiraguato, que además se ve expuesta a un ambiguo Estado, que ambi-
guamente oscila entre presencia y ausencia.

Y, en tercer lugar, Mikel Aramburu reseña el libro de Soumhya 
Venkatesan: Decolonizing Anthropology. An Introduction. Dejando atrás 
las simplistas dicotomías entre colonizadores vs. colonizados, esta crítica 
al monopolio anglófono del conocimiento antropológico apuesta por el 
pluriverso de antropologías regionales; en palabras de Aramburu, por 
«múltiples lugares de enunciación que dialogan críticamente entre sí». 
Venkatesan insiste en la necesidad de matizar, de ejemplificar, de etnogra-
fiar en vez de generalizar, ya que no todos los procesos de descoloniza-
ción del conocimiento antropológico son iguales. La autora reconoce la 
legitimidad de una investigación activista, pero insiste en la diferencia 
entre el quehacer antropológico de comprender el mundo, por un lado, y 
el quehacer activista de transformarlo, por otro.

Una vez más, agradecemos la colaboración desinteresada de todos 
quienes hacen posible la publicación de cada uno de los números de la 
revista, desde hace cerca de un cuarto de siglo. El presente número es el 
resultado de un trabajo conjunto de múltiples actores. A todos ellos y a 
todas ellas les agradecemos la entrega denodada que han mostrado para 
lograr el objetivo primordial de ver publicado este nuevo número de 
AIBR, Revista de Antropología Iberoamericana.
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